Nulidad de la afiliación al régimen de ahorro individual por vicios en el consentimiento e ineficacia de la afiliación by Ochoa Muñoz, Jorge Iván et al.
NULIDAD DE LA AFILIACIÓN AL REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL POR 
VICIOS EN EL CONSENTIMIENTO E INEFICACIA DE LA AFILIACÓN 
 
Jorge Iván Ochoa Muñoz1, Elmer García Osorio2 y Carolina Muñoz Botero3 
 
Resumen 
Este trabajo tiene como finalidad conocer las razones que motivaron al Tribunal Superior de 
Distrito Judicial de Pereira para acoger la tesis, según la cual el afiliado que no esté cobijado por 
el régimen de transición pensional, descrito en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, debe 
demostrar la ineficacia de su afiliación al RAIS, para así poder retornar al régimen de prima 
media –RPM-, conservando los beneficios que, para la mayoría de empleados, tiene ese régimen 
administrado por Colpensiones, de tal suerte que se desarrollan conceptos jurídicos, los cuales 
históricamente han nutrido el debate y la literatura jurídica sobre la materia, especialmente en lo 
que tiene que ver con la interacción dialéctica en lo judicial, suscitada en el seno del Tribunal de 
Pereira. 
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Abstract 
The purpose of this work is to know the reasons that led the Superior Court of the Judicial 
District of Pereira to accept the thesis according to which the member who is not covered by the 
pension transition regime described in Article 36 of Law 100 must 1993, demonstrate the 
ineffectiveness of their affiliation to the RAIS in order to return to the RPM while preserving the 
benefits that for the majority of employees have that regime that Colpensiones administers, in 
such a way that legal concepts are developed that historically have nourished the debate and the 
legal literature that governs the subject, especially in what has to do with the dialectical 
interaction in the judicial, raised in the heart of the Court of Pereira. 
 




La importancia de la seguridad social en un Estado de derecho implica especial atención en el 
desarrollo de las normas que la regulan, sobre todo cuando existen cambios a la forma en que 
tradicionalmente se ha aplicado, es decir, se realizan reformas que cambian sustancialmente las 
expectativas de los ciudadanos y que indefectiblemente generan disputas legales, las cuales deben 
ser zanjadas por los jueces de la República. 
 
Un problema puntual, generado a partir de la expedición de la Ley 100 de 1993, tiene que ver 
con los beneficios, en términos pensionales, que ofrecen los fondos privados de pensión y 
Colpensiones, pues a partir de la creación del régimen de ahorro individual con solidaridad –
RAIS- y el régimen de prima media –RPM- se encendió una disputa para acaparar clientes, 
evento que no tuvo buena preparación, dado que es comúnmente aceptado que los fondos de 
pensión, en especial los privados, no asesoraron con el debido rigor que merecían los posibles 
usuarios, lo cual generó que gran parte de la población, asegurada al RAIS, se sintiera engañada 
con el paso de los años, sobre todo al momento de adquirir el status de pensionados, pues veían 
que la mesada pensional era ostensiblemente más baja que los afiliados al RPM, aun cuando se 
encontraban en similares situaciones, en cuanto a tiempo de cotización y edad. 
 
Presentadas las reclamaciones judiciales, la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia 
(Radicado No. 31989 de 09 de septiembre de 2008), hito para el caso particular, declaró la 
nulidad de una afiliación al RAIS, ordenando a Colpensiones recibir nuevamente al demandante, 
por cuanto no hubo un consentimiento informado en el proceso de afiliación; así las cosas, se 
empezó a edificar el insumo jurisprudencial, el cual dio lugar a que, más adelante, el Tribunal 
Superior de Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, acogiera la tesis de la Corte Suprema de 
Justicia. Sin embargo, lejos de ser pacífica la discusión respecto al tema, por haber una postura 
del máximo órgano de la justicia ordinaria, se empezaron a presentar otras discusiones que 
guardan una importante relevancia en el tema de las afiliaciones del RPM al RAIS, por lo que, 
con el presente artículo, se presenta un análisis minucioso de esa discusión generada en el seno 
del referenciado Tribunal de Pereira, realizando para tal efecto un recuento cronológico, en 
términos jurisprudenciales, y diferentes aproximaciones conceptuales que darán lugar a una serie 
de hallazgos y recomendaciones, con el único propósito de contribuir académicamente en la 
amplísima discusión generada a partir de ese problema de orden legal.  
 
 
Descripción del problema y metodología 
 
Posterior a la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991, nace la Ley 100 de 
1993, cuya vigencia inicia a partir del primero de abril de 1994, y la cual estableció un Sistema 
Integral en Seguridad Social, que se compone de tres regímenes: i) Pensiones, i) Salud y i) 
Riesgos laborales. El Régimen General de Pensiones entró en vigencia el 1 de abril de 1994 para 
el sector privado y el sector público del orden nacional, y el 30 de junio de 1995 para el sector 
público territorial. 
 
De conformidad con el artículo 12 de la Ley 100 de 1993, este régimen contempla dos 
subsistemas: el RPM (Régimen de prima media con prestación definida), administrado en la 
actualidad por Colpensiones; y el RAIS (Régimen de ahorro individual con solidaridad), 
administrado por fondos privados. 
 
La forma en que se liquida la pensión en los dos regímenes es diferente. Para realizar la 
liquidación en el RPM se debe tener en cuenta, además de la Ley 100 de 1993, el artículo 34 de la 
Ley 797 de 2003 que la modificó, el cual ordena que cumplida la edad y las semanas exigidas por 
la ley, el afiliado tiene derecho a pensionarse con una mesada que se calcula con una tasa de 
remplazo que oscila entre el 55% al 65% del Ingreso Base de Liquidación (IBL), el cual puede 
incrementarse si hay más de 1300 semanas cotizadas, hasta un monto total que no puede superar 
el 80% del IBL.  
 
Por otro lado, la liquidación en el RAIS depende de un cálculo financiero, en el que se 
computa el capital, ahorro y rendimientos del afiliado en su cuenta individual, y se hace una 
relación entre el capital y el disfrute de la pensión; ese disfrute se determina conforme los 
siguientes factores: i) la edad del afiliado, ii) la calidad de los sobrevivientes, iii) la edad de los 
sobrevivientes, y iv) el sexo. Conforme estos factores de cálculo, este sistema puede entenderse 
en algunos casos más gravosos para las mujeres, debido a que tienen una expectativa de vida 
superior a la de los hombres. 
 
Solamente hasta la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, se pudieron crear fondos 
privados, y con ello la posibilidad de que los afiliados se pudieran trasladar de un régimen de 
pensión a otro, tal como lo establece el artículo 113 de la ley en mención. 
 
Los fondos privados creados al iniciar el negocio pensional, comenzaron con agresivas 
campañas publicitarias en los medios de comunicación de la época; también, se dispusieron a 
contratar y capacitar una innumerable cantidad de asesores comerciales para acercase a las 
entidades públicas y privadas, con el propósito de ilustrar acerca de las ventajas del nuevo 
modelo pensional, administrado por aquellos fondos, con argumentos tales como: el seguro social 
se va a acabar, con los fondos privados puede pensionarse antes de la edad exigida para el otro 
régimen, los ahorros se le devolverán a los herederos en caso de muerte, entre otros beneficios. 
 
Es comúnmente aceptado que el traslado del RPM al RAIS para la mayoría no fue una buena 
decisión, sobre todo para los afiliados que eran beneficiarios del régimen de transición, 
consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993. Estas personas han acudido a la jurisdicción 
ordinaria laboral, a través de demandas cuyas pretensiones buscan la declaratoria de nulidad por 
vicio en el consentimiento de la afiliación al RAIS, y por tanto la declaratoria de ineficacia de 
dicho acto jurídico, con el fin de obtener los beneficios del régimen transitorio.  
 
A partir del año 2008, la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, acogió la tesis según la cual 
las AFP del RAIS no ofrecieron un consentimiento informado a las personas que buscaban 
persuadir para afiliarse a ese régimen, el cual, según la Corte Suprema, se satisface al indicar:  
 
i) En qué consiste el RPM y el RAIS; ii) cuáles son los riesgos y beneficios del traslado y su 
incidencia en la pensión de vejez; iii) cuáles son los requisitos de edad y capital mínimo con el 
que puede obtener una pensión mínima en el RAIS; iv) proyección de la mesada en uno u otro 
régimen; v) cuál es la diferencia en el pago de los aportes en uno y otro régimen; vi) cómo opera 
la devolución de saldos y las consecuencias que tiene en la afiliación al sistema de seguridad 
social en salud; vii) qué son los bonos pensionales y cuándo pueden redimirse, así como los 
efectos de negociarlo de forma anticipada en el mercado financiero; viii) conveniencia o 
inconveniencia del traslado en cada caso concreto; y ix) aceptación del traslado.  
 
Advirtiendo que el acto jurídico de traslado de un afiliado del RPM al RAIS es un contrato, se 
debe reconocer que el consentimiento es un elemento necesario para la existencia del mismo, o 
de su validez, en el cual la información previa es un elemento sine qua non, como acto que 
permite una interacción más dinámica entre el afiliado y la administradora de pensiones privada. 
Por las características propias del RAIS, que se rige por el derecho privado, no puede descuidarse 
que, conforme al artículo 1508 del Código Civil, el consentimiento que antecede a los actos 
jurídicos puede verse viciado por error, fuerza y dolo. 
 
Posteriormente, la anterior tesis fue acogida por la Sala Laboral del Tribunal Superior de 
Distrito Judicial de Pereira, sin embargo, en el seno de esa corporación se estuvo abordando la 
discusión sobre si la regla de aplicar la nulidad de la afiliación se hacía extensiva o no para las 
personas que no fueran beneficiarias del régimen de transición. 
 
Así pues, dijo el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira (Sala Laboral), que cuando 
se trate de afiliados que no son beneficiarios del régimen de transición, como quiera que su 
traslado no acarrea la pérdida de situaciones favorables, basadas en legislación anterior para 
lograr la ineficacia del traslado, corresponde al actor evidenciar en el proceso: qué información 
equivocada o falaz lo llevó a optar por escoger el RAIS, a pesar del perjuicio que ello le significa, 
sin que por su simple afirmación traslade la carga probatoria a la correspondiente administradora 
(Sentencia de 17 de enero de 2017, Radicación Nro. 66001-31-05-002-2016-0087-01. Caso: 
Blanca Libia Sepúlveda vs Colpensiones y otros.). 
 
En este orden de ideas, interesa en este trabajo conocer las razones del Tribunal Superior de 
Distrito Judicial de Pereira, para acoger la tesis según la cual: i) debe verificarse si el negocio de 
afiliación fue eficaz; ii) debe el afiliado estar cobijado por el régimen de transición, para que la 
afiliación al RAIS pueda ser declarada ineficaz; y iii) verificar si debe o no declararse la 




Lo primero que debe hacerse es tener en cuenta la naturaleza del negocio jurídico que realiza 
una persona para afiliarse a un fondo de pensiones, en este caso privado, a lo cual se puede 
responder que es un contrato regido por el derecho privado, aunque existan unos componentes de 
naturaleza pública, como lo es el carácter de los derechos que se están negociando. Luego, se 
puede decir que ese vínculo contractual debe contar con los requisitos de existencia y validez, 
quiere decir esto último, que no adolezca de vicios en el consentimiento (error, fuerza y dolo).  
 
El vicio en el consentimiento lo define brevemente Valleta (2006) como “el defecto que afecta 
la conformidad de voluntades” (p. 845); asimismo, Domínguez Martínez (2008) advierte que 
“toda voluntad que interviene en un negocio jurídico requiere ser declarada con plena conciencia 
de la realidad y con absoluta libertad y espontaneidad, sin que por ningún motivo se entorpezca la 
realidad y la libertad perceptible”. 
 
En este punto, es menester aproximarse al dolo como causa que puede viciar el consentimiento 
(Artículo 1514 del Código Civil), dado que es un factor perturbador inconsciente del proceso 
formativo de la voluntad jurídica, que afecta a la función cognoscitiva del sujeto, y por tanto a su 
voluntad interna. A diferencia del error como vicio, que es espontaneo, el dolo es una inducción 
al error, y se puede decir que tiene unas características esenciales: i) es intencional, ii) se emplea 
engañosamente para inducir al error, y iii) es contrario a las reglas de la buena fe. Ortiz Monsalve 
(2013) ha dicho que “el dolo consiste en una trampa, artificio o maquinación que busca provocar 
la adhesión de una de las partes al contrato, el cual puede generarse por maniobras fraudulentas”. 
 
Ese vicio en el consentimiento, es el que se debe desarrollar con más detalle, pues se considera 
que es el mayormente imputable a los fondos privados de pensiones cuando celebran contratos de 
afiliación, por lo menos así lo han dejado ver las providencias que más adelante se ponen en cita. 
 
Se podría decir que el dolo lleva implícito la mala fe de uno de los contratantes, pues si es 
empleado por las dos partes se estaría hablando de una compensación de actuares equivocados y 
reprochables por la normativa colombiana. Se insiste pues, en que una parte puede imputar a la 
otra este tipo de vicio, siempre que las maquinaciones que aquella emplee, para hacer contratar a 
la otra, puedan ser ajenas al programa, y pueden manifestarse en manipulaciones del mismo, 
tanto en la creación de éste como con posterioridad. En cualquier caso, sea cual fuere el medio 
utilizado por el contratante doloso para producir el engaño y consiguiente contratación, los 
efectos son los establecidos por el Código Civil y demás legislación complementaria. 
 
Un diferente problema sería la posibilidad de que el dolo fuese empleado por un tercero, ajeno 
a la persona que se le quiere imputar el dolo; tema de suma importancia para el análisis de la 
investigación, dado que hipotéticamente podría darse la posibilidad de que un fondo privado de 
pensiones, argumentara en su defensa que la asesoría para la afiliación (momento clave para 
verificar la existencia del dolo), la realizaron contratistas que no estaban explícitamente bajo su 
subordinación, y por tanto se constituiría como un tercero.  
 
Sin embargo, la doctrina autorizada (Lasarte Álvarez, 1994) considera que el dolo se debe 
tener en cuenta cuando es aprovechado por uno de los contratantes, conocedor del engaño, pues 
el tercero (en este caso el asesor de afiliaciones) solamente sería una herramienta que se utiliza 
para manipular el contenido de la información, la cual se debe suministrar al momento de una 
afiliación a un fondo privado de pensiones, sin que se pueda olvidar que los efectos legales de la 
relación contractual, y por supuesto del engaño, deben ser imputados a las AFP, toda vez que 
deben ellas tener el manejo integral de sus negocios. 
 
Dicho lo anterior, hay que examinar un concepto desarrollado por la jurisprudencia de la 
última década, sobre todo en lo tocante a las relaciones contractuales como las que convoca este 
artículo; dicha aclaración se hace, toda vez que la interacción jurídica del consentimiento 
informado en la atención médica es del todo más vetusta. 
 
De acuerdo con lo dicho anteriormente, la buena fe juega un papel preponderante en las 
relaciones contractuales, sobre todo si se habla de consentimiento informado, pues yace como 
una genuina garantía de ambas partes al momento de iniciar a discutir sobre algún negocio, por 
eso válidamente la constitución autoriza que ésta se presuma; a su vez, el profesor Hinestrosa 
(2007) hace unas reservas que se deben tener en cuenta, y es que aunque sea presunta, por ello no 
se la puede tomar con una elasticidad que le permita al obligado comportarse según su mejor 
saber o entender, con sacrificio del interés ajeno.  
 
Todas estas observaciones se relacionan con las exigencias presentadas por la propia ley, pues 
el artículo 13 de la Ley 100 de 1993 dispuso la obligatoriedad de que tal manifestación fuera libre 
y voluntaria, lo que implicaría no solamente un conocimiento básico y superficial de la 
información contractual, sino también un deber de dotar sustancialmente la asesoría de claridad; 
teniendo en cuenta lo anterior, Chinchilla Imbett (2011) expresa:  
 
Dicho deber de información deberá cumplirse de manera substancial y no 
meramente formal, para ello es necesario no solo que la información se exteriorice, 
sino que se exprese, de manera clara, de modo que ésta llegue a su destinatario en 
condiciones que le permitan hacer propio su contenido, para lo cual la información 
deberá estar dotada de tres características: a. claridad; b. oportunidad y; c. 
transparencia. (p. 332). 
 
Consecuentemente con lo dicho, la posición de los fondos privados requiere un 
comportamiento libre de toda actitud incorrecta, dado que le es exigible plena honestidad, toda 
vez que ocupa una situación negocial benéfica, esto porque son expertos asesores y la 
responsabilidad es profesional, de ahí el alto grado de diligencia como requisito importante que 
deriva en la buena fe (Chinchilla Imbett, 2011, pp. 242-340). 
 
Secuencia cronológica de la jurisprudencia 
 
En primer término, es válido consultar el momento histórico en el cual se empezó a generar la 
discusión jurídica, respecto de la declaratoria de nulidad o ineficacia de los traslados del RPM al 
RAIS, para así tener clara la genealogía y el contexto del actual estado del arte, respecto del 
análisis pretendido.  
 
Es menester señalar que la sentencia primigenia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Laboral, en lo relativo al tema en estudio, es la Sentencia del 9 de septiembre de 2008, 
caso: Juan Rafael Vargas Jaramillo Vs Porvenir S.A.; decisión en la cual se empezaron a 
consignar los principales insumos argumentativos de la discusión, y razón por la cual es 
imperioso citar los apartes más fundamentales y explicar un poco en qué consisten ciertas 
aproximaciones conceptuales. 
 
Dice la Corte Suprema, para casar una sentencia proferida en segunda instancia por el 
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, que al analizar las pruebas para 
establecer si hubo o no engaño por parte de la AFP al demandante, en el momento de asesorarlo 
con el fin de afiliarlo al RAIS, se tiene que se incurrió en una omisión detectable de la siguiente 
manera:  
 
En la oferta se le hizo al actor una comparación pura y simple entre una pensión de 
prima media y una de ahorro individual, sin advertir que el mayor valor pensional 
que ofrecía Porvenir era bajo la modalidad del retiro programado con un monto 
posible y que en ningún caso sería definitivo, pues quedaba sujeto a los 
rendimientos del capital que podían disminuir su valor si las tasas de interés del 
mercado fueran inferiores a lo esperado llegando incluso a ser temporal, todo esto, 
frente a un derecho en el régimen de prima media que ya estaba causado, era cierto 
y de valor vitalicio constante. (Corte Suprema de Justicia, 9 de septiembre de 
2008). 
 
 Quiere decir lo anterior, que la AFP está obligada a suministrar una información veraz, 
oportuna, clara, suficiente, verificable, precisa, idónea y comprensible, respecto de los productos 
que ofrezca, dado que se encuentra vigilada por la Superintendencia Financiera, y por tanto se 
someten al Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y el Estatuto del Consumidor (Ley 1480 de 
2011 y 1328 de 2009)  
 
Ahora bien, como lo que interesa es conocer la posición adoptada por el Tribunal Superior de 
Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, es indispensable consultar sus decisiones, de manera 
que sea posible conocer la discusión que de antaño se ha dado en el seno de esa corporación; por 
consiguiente, se tiene que en Sentencia del 10 de septiembre de 2012 ese tribunal, al momento de 
fallar en segunda instancia un proceso en el cual la demandante solicitaba la nulidad de la 
afiliación al RAIS, y en consecuencia se respetara el régimen de transición previsto en el artículo 
36 de la Ley 100 de 1993, revocó la sentencia del juzgador de instancia, el cual había declarado 
la nulidad de la afiliación y ordenado el reconocimiento de la pensión de vejez a la demandante, 
en virtud al régimen de transición más favorable, pues el ad quem consideró que no se cumplían 
los requisitos fijados por la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia del 2008, dado que 
establece que la demandante no era beneficiaria del régimen de transición; además, aclara que la 
Corte Suprema de Justicia reconoció la nulidad de la afiliación, por cuanto el demandante al 
momento de la afiliación ya había adquirido el derecho a la pensión, y que la carga de la prueba 
para demostrar la existencia del engaño (dolo) al momento de realizar el negocio (la afiliación al 
RAIS) se encontraba en cabeza de la demandante, pues para el tribunal en este caso no se podía 
presumir la existencia de ese vicio del consentimiento.  
 
Pero, como si lo anterior fuera poco, ante la clara sindicación de la actora de haber 
sufrido engaño por parte de la A.F.P. Porvenir S.A., esto es endilgarle dolo en su 
actuar, frente al expreso mandato legal contenido en el artículo 1516 del código 
civil, no cabe duda que debió probar su afirmación, lo que no se observa que 
hubiese ocurrido, pues en el expediente no hay prueba en tal sentido. (Tribunal 
Superior de Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, Sentencia del 10 de 
septiembre de 2012, Expediente No. 66001-31-05-004-2010-01294-01). 
 
La anterior posición se siguió replicando en ese tribunal para el año 2013 (Tribunal Superior 
de Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, Sentencia del 8 de mayo de 2013, Expediente No. 
66001-31-05-003-2011-01292-01). 
 
Sigue entonces sosteniendo el Tribunal de Pereira, que el dolo debe ser probado por la parte 
demandante, y esto se debe hacer con diferentes elementos de juicio, tales como pruebas 
testimoniales, documentales y, en fin, todas aquellas que logren desvirtuar el buen actuar de las 
Administradoras de los Fondos de Pensión, dado que el dolo no se presume sino en los eventos 
que la ley establece, de lo contrario debe ser demostrado por quien lo alega. 
 
Agrega la decisión previamente citada, que los presupuestos fácticos del caso no son similares 
a las sentencias expedidas por la Corte Suprema, toda vez que no contaba el actor con una 
expectativa legítima de pensionarse al momento de trasladarse de régimen, y además no contaba 
el actor con 15 años de servicios al 1 de abril de 1994, momento de entrada en vigencia de la Ley 
100 de 1993; asimismo, para arribar a dichas conclusiones pone de presente la sentencia SU-062 
de 2010, expedida por la Corte Constitucional. 
 
En sentencia del 7 de junio de 2013, el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira, Sala 
Laboral, expediente No. 66001-31-05-003-2012-00196-01, se examinaron unos ingredientes 
adicionales, en razón a que el demandante solicitó la práctica de unos testimonios, a los cuales, 
según se evidencia, no se les otorgó ningún valor probatorio, a pesar de que todos cuatro 
sostuvieron que la asesoría se realizó de manera grupal (no personal), y que no se les advirtió que 
perderían la calidad de beneficiarios del régimen de transición; les aseguraron que Cajanal se iba 
a acabar y que los afiliados a ésta entidad quedarían en el limbo; además, entre las ventajas le 
informaron que se podían pensionar a los 50 años de edad, y si fallecía todo lo que tenía en el 
fondo le quedaba a su familia como herencia. 
 
Se desprende entonces de las consideraciones realizadas en ese momento por el Tribunal de 
Pereira, que resulta bastante difícil, para una persona que solicite la nulidad de la afiliación, 
probar el dolo en el engaño por parte de las AFP, ya que en el universo de pruebas no existen las 
que puedan ser conducentes para demostrar dicho actuar de mala fe, esto según las disquisiciones 
de esa corporación. 
 
Ahora bien, en Sentencia del 2 de octubre de 2015, Rad. 2013-0275, M.P. Francisco Javier 
Tamayo Tabares, la Sala Mayoritaria del Tribunal de Distrito Judicial de Pereira cambió de 
posición respecto de la carga de la prueba al momento de demostrar los vicios del 
consentimiento, toda vez que la responsabilidad de las AFP, al asesorar en las afiliaciones, es de 
carácter profesional, por eso les impone el deber de suministrar al afiliado la información 
suficiente, completa y clara sobre las implicaciones de dicho traslado. 
 
En la providencia analizada, también se abordó el tema de la aplicación del artículo 1750 del 
Código Civil, que establece 4 años para alegar la nulidad por error o dolo, es más, un magistrado 
de los tres que conformó la sala de decisión, el Dr. Julio César Salazar Muñoz, salvó el voto al no 
estar de acuerdo con la decisión mayoritaria, exponiendo para tal efecto los argumentos4 que 
                                                          
4 Permitir la alegación de la nulidad en cualquier tiempo a la postre implicará que todas las personas que se 
trasladaron del ISS y se trasladen ahora de Colpensiones al Régimen de ahorro individual con solidaridad, muchos 
años después, cuando estén ad portas de reunir los requisitos para pensión en el régimen de prima media, si las 
expectativas que tuvieron para escoger una AFP privada (por ejemplo aspiraban a percibir salarios altos y a tener 
soportaban apartarse de la decisión mayoritaria, considerando que no deberían los fondos de 
pensión permanecer indefinidamente en una incertidumbre jurídica respecto de negocios 
realizados muchos años atrás. 
 
La decisión mayoritaria del Tribunal, respecto de la no aplicabilidad del artículo 1750 del 
Código Civil, se fundó esencialmente porque consideró que imponer un término preclusivo a las 
personas que quieran demandar la nulidad de la afiliación al RAIS, resulta regresivo y contrario a 
la Constitución Política, concretamente a los principios consagrados en el artículo 48 de esa obra, 
que reconoce a la seguridad social como un derecho irrenunciable y tiene en el principio de 
progresividad uno de sus báculos (Tribunal Superior de Pereira SL 5470, sentencia de 30 de abril 
de 2014, radicación 43892). 
 
Así las cosas, a partir del año 2015, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial 
de Pereira cambió su posición respecto de: i) la conversión en la carga de la prueba, para que 
sean las AFP las llamadas a demostrar que la asesoría a la afiliación al RAIS se realizó sin 
engaños y, por ende, sin vicios del consentimiento; ii) respecto de la no aplicabilidad del artículo 
1750 del Código Civil, mismo que establecía un término de preclusividad para alegar la nulidad 
en el traslado, cuanto éste era producto de un vicio del consentimiento como el error o el dolo; y 
iii) en lo tocante al vicio endilgado a las AFP, pues antes se venía sosteniendo la presencia del 
dolo en el negocio jurídico; sin embargo la sala para esa época (2015) sostenía que el error era el 
                                                                                                                                                                                            
vinculaciones laborales por muchos años) no se cumplieron, alegarán un vicio del consentimiento 10, 15 o 20 años 
después, aduciendo engaño, falta de información, etc., y frente a la dificultad probatoria que genera el transcurso del 
tiempo, seguramente obtendrán por decisión judicial, el regreso a Colpensiones, para que sea esta Institución Pública 
quien asuma su pensión. 
vicio imperante, dado que lo que hacían los fondos privados era inducir al error a los 
demandantes. 
 
Todavía cabe señalar que el Tribunal Superior de Pereira, Sala Laboral, siguió hasta este 
momento decretando la nulidad de las afiliaciones a los fondos privados, cuando el asegurado era 
una persona que gozaba de los beneficios establecidos en el régimen de transición pensional, no 
importa que hubiese tenido varias afiliaciones a distintos fondos privados de pensión, pues 
cuando se declaraba la nulidad de la primera afiliación que hizo el traslado de régimen, se 
declaraba en consecuencia la nulidad de las subsiguientes.  
 
Después, el magistrado Julio César Salazar Muñoz, quien salvó el voto respecto de la decisión 
mayoritaria, seguía sosteniendo que este tipo de procesos, en los que se pretende la declaración 
de la nulidad del traslado del RPM al RAIS, se deben estudiar bajo la óptica de los artículos 
1741, 1743 y 1750 del Código Civil, concluyendo que el acto jurídico del traslado, respecto del 
cual se alega la nulidad, adquiere firmeza cuando trascurren cuatro años desde su realización. 
Ahora, dicho togado reconoció que existe jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral 
(Sentencia SL12136 de 3 de septiembre de 2014; radicación Nº 46.292, con ponencia de la 
Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón), en la cual se concluyó que, en este tipo de casos, lo 
que debe de analizarse es si el acto jurídico que generó el traslado de régimen resulta o no eficaz. 
 
Se estudia en este momento la sentencia del 13 de julio de 2016, proferida por el Tribunal 
Superior de Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, expediente No. 66001-31-05-002-2014-
00295-01, en la cual se destaca que la parte resolutiva de la sentencia, en vez de declarar la 
nulidad del traslado, como se venía haciendo, declara es la ineficacia, dice el ponente, en virtud a 
la sentencia del 3 de septiembre de 2014, proferida por la Corte Suprema de Justicia, Sala 
Laboral; sin embargo, consultada la providencia en mención, aunque en la ratio decidendi se 
mencionan los conceptos de ineficacia y anulación, no se explica concretamente la diferencia en 
sus efectos, por lo que conviene analizar si es vanidad del juzgador, o si por el contrario existen 
razones teóricas que sustenten el cambio en la parte resolutiva de las sentencias. 
  
Sin pretender adentrarse en lo extenso que puede ser la discusión, aun hasta hoy vigente, de la 
diferencia entre nulidad, inexistencia o ineficacia del negocio jurídico, se dirá inicialmente que 
según doctrina contemporánea, la nulidad y la inexistencia, aunque muy similares, pueden tener 
unas diferencias detectadas a través de una interpretación sistemática y lógica de las normas que 
gobiernan ese tema; por tanto, la manera como el ordenamiento civil (Código Civil, art. 1741) 
clasifica las nulidades absolutas y relativas implica una diáfana distinción entre nulidad absoluta 
e inexistencia. Es así como esta norma señala que las causales de nulidad absoluta son el objeto 
ilícito, la causa ilícita, la falta de solemnidades del acto o contrato y la incapacidad absoluta. Por 
otro lado, frente a las causales de la nulidad relativa, señala que cualquier otra especie de vicio 
generará nulidad relativa. 
 
Como el artículo no menciona la ausencia del consentimiento como una causal que pueda 
constituir una nulidad absoluta, esto implica que existe una distinción entre nulidad absoluta e 
inexistencia, dado que no debe admitirse que dicha omisión pueda configurar solamente una 
nulidad relativa; sería incoherente considerar que la ausencia total del consentimiento fuese 
apenas sancionada por el ordenamiento como una nulidad relativa, en tanto lo esencial en el 
negocio jurídico, es precisamente el consentimiento de las partes (Uribe Vargas, 2010). 
  
También, otros autores han escrito sobre las diferencias entre nulidad e inexistencia del 
negocio; “La inexistencia significa que el acto no produce efectos, mientras que el acto inválido, 
antes de que se declare su nulidad produce efectos” (Arrubla Paucar, 1992); y “La inexistencia 
opera de pleno derecho, sin necesidad de que el juez la declare, mientras la nulidad debe ser 
decretada judicialmente. Antes de que ello ocurra el acto debe ejecutarse” (Escobar Sanín, 1994). 
 
Por otro lado, el Código de Comercio considera ineficaz, en sentido estricto, el acto 
inexistente que no produce los efectos que estaría llamado a producir. El artículo 897 del Código 
de Comercio consagra el concepto de ineficacia, y en su descripción se observa una enorme 
similitud entre la ineficacia y la inexistencia. 
 
Parra (2003) aduce que la ineficacia del negocio jurídico quiere decir ausencia de los efectos 
del mismo, acordes con lo querido por los contratantes, ya sea porque el contrato no produjo 
ningún efecto, o bien porque los produce menores o distintos de los que las partes quisieron. Ello 
implica que la ineficacia e invalidez son dos conceptos distintos, aunque de un mismo negocio 
jurídico pueda decirse simultáneamente que es inválido e ineficaz, pues normalmente el acto 
inválido es ineficaz (Valencia Zea, 1985). 
 
Regresando de la anterior digresión, después de haber consultado doctrina y legislación 
necesaria, se consulta que en sentencia del 1 de septiembre de 2017, radicación No. 66001-31-05-
003-2016-00013-01, Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, se entregó 
una explicación, aunque todavía escueta, de la razón por la cual se empezó a declarar la ineficacia 
de la afiliación, y no la nulidad, como se venía haciendo con anterioridad, básicamente porque 
“dicha afiliación quedará sin efecto y podrá realizarse nuevamente en forma libre y espontánea 
por parte del trabajador, es decir, que esa afiliación deviene ineficaz”.  
 
En razón a la anterior decisión, se dice que la fundamentación legal, según la corte, y ahora el 
tribunal, tiene que ver con la interpretación sistemática que se le da al artículo 13 literal b, y 271 
de la Ley 100 de 1993, en lo que tiene que ver con la voluntariedad y el consentimiento 
informado que debe estar presente en cada una de las afiliaciones a cualquier régimen, en este 
caso, el de pensiones. 
 
La misma posición se ha venido aplicando pacíficamente en el Tribunal Superior de Pereira 
recientemente (Sentencia del 25 de abril de 2018, radicación No. 66001-31-05-003-2017-00148-
01, Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral), es decir, la posición acogida 
por la mayoría de los magistrados, desde finales del año 2015, es la que continúa aplicándose; sin 
embargo, se ha identificado una disidencia en el seno de esa corporación, respecto de la 
discusión, en lo que tiene que ver con la aplicabilidad exclusivamente de la ineficacia de la 
afiliación para las personas que son beneficiarias del régimen de transición, pues de la postura 
adoptada por la magistrada Ana Lucía Caicedo Calderón, deja entrever que no es del todo 
pacífica la interacción argumentativa en el seno de esa corporación, sobre todo cuando la togada 
en mención, presenta elementos de juicio bastante sólidos que se resumen en: i) no comparte que 
la carga de probar el vicio en el consentimiento esté en cabeza del demandante, cuando las AFP 
deben de asesorar en calidad de expertas y profesionales; ii) colige que la mayoría de la sala mal 
interpreta la jurisprudencia de la Corte Suprema, al sostener que la jurisprudencia del órgano de 
cierre niega la posibilidad de que las personas, no cobijadas con el régimen de transición, logren 
la aplicabilidad de su precedente, cuando hasta el momento la Corte nada ha dicho sobre ese 
tema, y en cambio de su interpretación se concluye que sí pueden ser beneficiarios de la 
aplicabilidad de dicha tesis.  
 
Resultados o hallazgos 
 
Al momento de presentar los hallazgos obtenidos en la indagación realizada, alrededor de 
todas las actividades programadas en este trabajo, se constata entonces que el Tribunal Superior 
de Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, se tomó un tiempo importante para acoger la 
posición de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, en el sentido de reconocer el 
derecho que tenían los afiliados del RAIS, y que eran merecedores a gozar de un régimen de 
transición más benéfico, a declarar ineficaz su afiliación y devolverlos al RPM. Esto pudo darse 
porque la sentencia primigenia, expedida por la Corte Suprema en el año 2008, no fue 
contundente a la hora de aclarar muchos aspectos que se deben analizar con detalle antes de 
tomar decisiones; por ejemplo, no se abordó el tema de la prescripción para alegar la nulidad; no 
se tocó con detalle lo atinente a la inversión en la carga de la prueba y, por supuesto, tampoco se 
dijo nada acerca de las diferencias de la nulidad y la eficacia en este tipo de negocios jurídicos. 
Se desprende entonces, que la sentencia que utilizó el Tribunal de Pereira para cambiar de 
posición, fue la expedida por la Corte Suprema el 3 de septiembre de 2014, cambio de posición 
que se viene a hacer efectivo a partir de 2015, y que hasta la fecha sigue vigente, guardando en 
esencia los mismos argumentos jurídicos que aquella vez se expusieron. 
 
Otro tópico importante es el discurso sobre la inversión en la carga de la prueba, esto es, 
reconocer la carga dinámica en el evento en el cual tenga la mejor opción de probar la parte 
demandada, o a quien se le endilga un determinado comportamiento doloso, puesto que para el 
caso que nos ocupa, la complejidad del asunto en términos jurídicos, económicos y sociales, lleva 
a que sean las AFP las encargadas de demostrar que las asesorías realizadas para las afiliaciones, 
guardaron un rigor correspondiente a la importancia de los derechos que se estaban negociando. 
De esa manera, se encuentra que la prueba de la diligencia o cuidado incumbe al que ha debido 
emplearlo, tal como lo pregona el artículo 1604 del Código Civil. 
 
Como se vio, se pudo constatar que la prescripción o la caducidad para alegar la existencia de 
vicios en el consentimiento, por un lado, no es aplicable, dado que la entidad de los derechos que 
se negocian en la afiliación de un régimen de pensión a otro, tiene que ver con derechos que no 
son renunciables ni negociables, y por ende imprescriptibles, debido a la naturaleza social que 
poseen.  
 
Se logra conocer que no existe consenso en la doctrina actual sobre si la falta de 
consentimiento constituye una nulidad relativa, en tanto, según doctrina puesta de presente en 
este trabajo, no puede castigarse tal falta con una levedad que implique saneamiento con el paso 
del tiempo, pues según el autor dicha omisión deviene en una ineficacia del negocio jurídico, 
argumento que pudo analizar la Corte Suprema para no declarar la nulidad de la afiliación al 
RAIS y definir que lo que debía analizarse era si el negocio era eficaz o no; por consiguiente, 
aunque esa arista no fue tocada en la obiter dicta ni en la ratio decidencia, puede ser que la Corte 
haya dado por sentada tal conclusión.  
 
Por otro lado, se evidencia que la Corte Suprema de Justicia, hasta el momento, no ha 
reconocido la ineficacia o la nulidad del traslado al RAIS, cuando el asegurado no pertenece al 
régimen de transición, así como tampoco puede decirse que esta posibilidad haya sido desechada 
por la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Distrito 
Judicial de Pereira, hizo suya una tesis, según la cual las personas que no hagan parte del régimen 
transitorio de pensiones, deben de probar el engaño por parte de las AFP al momento de la 
afiliación, dado que no tenían una expectativa legítima o un derecho concretado al momento de 
realizar el negocio jurídico. Por tanto, la carga de la prueba en ese caso no se invierte, según ese 
Tribunal.  
 
Adicionalmente, según reciente jurisprudencia del Tribunal Superior de Distrito Judicial de 
Pereira, existe una posición disidente a la propuesta por las mayorías, en donde aclarar que de la 
interpretación hecha a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, no se puede arribar a la 
conclusión de que sean solamente los beneficiarios del régimen de transición provisto en el 
artículo 36 de la Ley 100 de 1993, a los únicos que se les pueda declarar la ineficacia de la 
afiliación al RAIS, porque esa corporación ha abordado el tema de la ineficacia sin hacer ninguna 
distinción entre regímenes.  
 
Conclusiones y recomendaciones 
 
Con el propósito de dar respuesta a los planteamientos consignados en la descripción del 
problema, se debe decir, en primer lugar, que la figura jurídica para volver las cosas al estado 
anterior, es decir, para retrotraer la afiliación del RAIS al RPM, es definitivamente la declaración 
de ineficacia del negocio jurídico, puesto que no se cree que el vicio en el consentimiento o lo 
que ocurre en este caso, la falta de consentimiento informado, pueda ser una causal de nulidad 
relativa, dado que no aparece taxativa en las causales de nulidad absoluta. La doctrina puesta en 
cita goza de lógica razonable, al entender que lo que produce la inexistencia del consentimiento, 
es que el negocio haya sido ineficaz y, por ende, sea necesario volver el negocio al punto antes de 
su celebración. Así las cosas, cuando se vaya a presentar una demanda encaminada a volver al 
RPM, lo que debe solicitarse, en las pretensiones de la demanda, es la ineficacia del negocio 
jurídico, dado que la esencia del negocio radica puntualmente en el consentimiento, mismo que al 
no estar presente, de ninguna manera puede hablarse de saneamiento por paso del tiempo, tesis 
que había expuesto con anterioridad el Tribunal de Pereira en su sala laboral. 
 
Además, se considera la tesis expuesta por el Tribunal Superior de Pereira, Sala Laboral, 
según la cual solamente puede presumirse la ineficacia de la afiliación cuando el asegurado es 
beneficiario del régimen de transición, previsto en el artículo 36 de la Ley 100; esto es, que la 
carga de la prueba ya no le es imputable a las AFP, sino que es el afiliado el que debe demostrar 
el engaño falaz desarrollado y llevado hasta su culminación por parte del asegurador.  
 
Contrario a lo ampliamente expuesto en variadas sentencias por parte del Tribunal de Pereira, 
la Corte Suprema no cerró la puerta para que tal presunción no siguiera existiendo cuando el 
asegurado no cumpla con los requisitos del régimen de transición, pues como se vio 
anteriormente, la posición favorable en términos contractuales la tienen las AFP, puesto que su 
responsabilidad es de carácter profesional; por tanto, debe actuar como tal y demostrar que el 
plan de asesoramiento cuenta de todos modos con los requisitos que la jurisprudencia ha indicado 
para que se tenga como debidamente informado el consentimiento, pues desconocer esta 
obligación para las personas que no gocen de los beneficios del régimen transicional, resultaría en 
una clara vulneración al derecho a la igualdad, sobre todo, se insiste, por la entidad de derechos 
que se encuentran implícitos en el negocio jurídico. Además, atendiendo al nuevo estatuto 
procesal de carácter general, el juez, o a petición de parte, puede distribuir la carga de la prueba 
según sea el caso (Artículo 167. Carga de la prueba). 
 
Conforme lo anterior, puede concluirse fácilmente que la parte que se encuentra en mejor 
posición de probar la debida asesoría, por tratarse de una actividad profesional y que guarda 
ciertas circunstancias técnicas especiales, son las AFP, máxime si se tiene en cuenta, como hecho 
notorio, el engaño en el que han inducido a personas pertenecientes al régimen de transición; 
hecho por el cual debe de existir una presunción, sin ánimo de constituir prejuzgamiento, acerca 
de su actuar negligente y que llevó al error a personas que, a la postre, tuvieron que demandar por 
sus derechos. Debe entonces el juez, a solicitud de parte o de manera oficiosa, trasladar la carga 
de la prueba a las aseguradoras, para que sean estas quienes demuestren la prolijidad en la 
asesoría, porque aparte de esa obligación, especial por ser una actividad tan compleja, cuentan 
con una superioridad o posición más fuerte frente al otro contratante, que en la mayoría de las 
veces no domina el tema respecto del régimen de la seguridad social en pensiones. 
 
Ahora bien, se considera que las personas que no son beneficiarias del régimen de transición, 
pueden pretender que se declare la ineficacia de la afiliación al RAIS, cuando se demuestre que 
existieron engaños en la asesoría, y cuando no se cumplan con las pautas fijadas vía 
jurisprudencia para que exista un real consentimiento informado. Parafraseando la Corte 
Suprema, debe explicar la AFP: i) En qué consiste el RPM y el RAIS; ii) cuáles son los riesgos y 
beneficios del traslado, y su incidencia en la pensión de vejez; iii) cuáles son los requisitos de 
edad y capital mínimo con el que puede obtener una pensión mínima en el RAIS; iv) proyección 
de la mesada en uno u otro régimen; v) cuál es la diferencia en el pago de los aportes en uno y 
otro régimen; vi) cómo opera la devolución de saldos y las consecuencias que tiene en la 
afiliación al sistema de seguridad social en salud; vii) qué son los bonos pensionales y cuándo 
pueden redimirse, así como los efectos de negociarlo de forma anticipada en el mercado 
financiero; viii) conveniencia o inconveniencia del traslado en cada caso concreto; y ix) 
aceptación del traslado. 
 
No se ve que exista un fundamento fuerte por parte del Tribunal de Pereira para negar el 
derecho a declarar ineficaz la afiliación al RAIS de las personas que no son beneficiarias de la 
transición, pues la Corte Suprema no ha negado ese derecho, máxime los argumentos propuestos 
en este trabajo, interpretando para tal efecto la situación más favorable al asegurado como 
beneficiario o futuro beneficiario del derecho a percibir una pensión. 
 
Arribando entonces a determinadas conclusiones, después de consultar el material teórico, se 
extrae como colofón, que si en principio uno de los magistrados del Tribunal Superior de Pereira, 
Sala Laboral, insistía en la aplicación del artículo 1750 del Código Civil para dar por superado el 
supuesto vicio en el consentimiento, al haber transcurrido más de cuatro años, se puede decir que 
tal normativa no puede ser aplicada en virtud a que: i) no se está hablando de una nulidad, sino 
que lo que se busca es establecer si existe o no eficacia en el negocio jurídico; ii) los derechos 
que se disputan en las reclamaciones ante la especialidad laboral y que tienen que ver con la 
afiliación al sistema de seguridad social en pensiones, son derechos ciertos e indiscutibles; y iii) 
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